
6) Si el Derecho de la Unión no confiriera a la demandante la 
posibilidad de obtener directamente sobre la base del Dere­
cho de la Unión la compensación total de los daños que se 
le hubieran causado, ¿obliga el requisito de equivalencia 
procesal a aplicar las mismas normas para dirimir preten­
siones que han de ser apreciadas sobre la base del Derecho 
de la Unión y pretensiones similares que han de ser apre­
ciadas sobre la base del Derecho húngaro? 

7) En circunstancias de hecho similares a las del caso de autos 
— dado que las medidas legislativas y administrativas adop­
tadas por los Estados miembros en el marco de la protec­
ción frente a la gripe aviar altamente patógena en aves 
silvestres en la Unión afectan necesariamente al funciona­
miento del mercado interior — ¿es posible, en un procedi­
miento judicial relativo a las medidas de ejecución del Dere­
cho de la Unión, dirigirse a la Comisión Europea para reca­
bar un dictamen como amicus curiae, especialmente en aque­
llos supuestos en los que se tenga conocimiento de que la 
Comisión Europea ha iniciado un procedimiento por incum­
plimiento contra el Estado miembro relativo a cuestiones 
jurídicas relevantes para el caso de que se trate? 

8) Si existe la posibilidad de dirigirse a la Comisión Europea 
para recabar un dictamen como amicus curiae o para solicitar 
una simple información, ¿está la Comisión Europea obligada 
a proporcionar el dictamen como amicus curiae o la infor­
mación solicitada acerca de los datos, documentos o decla­
raciones obtenidos durante el procedimiento por incumpli­
miento y de la práctica seguida en esta materia por la Co­
misión Europea, especialmente si se trata de datos no pú­
blicos que se hayan obtenido en fases anteriores al procedi­
miento por incumplimiento ante el Tribunal de Justicia? 
¿Pueden utilizarse públicamente tales datos en un litigio 
concreto pendiente ante un tribunal de un Estado miembro? 

( 1 ) Directiva 92/40/CE del Consejo, de 19 de mayo de 1992, por la que 
se establecen medidas comunitarias para la lucha contra la influenza 
aviar (DO L 167, p. 1). 

( 2 ) Directiva 2005/94/CE del Consejo, de 20 de diciembre de 2005, 
relativa a medidas comunitarias de lucha contra la influenza aviar 
y por la que se deroga la Directiva 92/40/CEE (DO L 10, p. 16). 

Petición de decisión prejudicial planteada por el Consiglio 
Nazionale Forense (Italia) el 4 de febrero de 2013 — 
Angelo Alberto Torresi/Consiglio dell’Ordine degli 

Avvocati di Macerata 

(Asunto C-58/13) 

(2013/C 147/08) 

Lengua de procedimiento: italiano 

Órgano jurisdiccional remitente 

Consiglio Nazionale Forense 

Partes en el procedimiento principal 

Demandante: Angelo Alberto Torresi 

Demandada: Consiglio dell’Ordine degli Avvocati di Macerata 

Cuestiones prejudiciales 

1) ¿Debe interpretarse el artículo 3 de la Directiva 98/5/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 
1998, destinada a facilitar el ejercicio permanente de la 
profesión de abogado en un Estado miembro distinto de 
aquel en el que se haya obtenido el título ( 1 ) a la luz del 
principio general de prohibición de abuso de Derecho y del 
artículo 4 TUE, apartado 2, relativo al respeto de las iden­
tidades nacionales, en el sentido de que obliga a las autori­
dades administrativas nacionales a inscribir en el Registro de 
los Abogados establecidos [abogados de uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea que hayan obtenido su 
título en otro Estado miembro y ejerzan su profesión en 
Italia con carácter permanente] a nacionales italianos que 
hayan cometido actos en abuso del Derecho de la Unión, 
y de que se opone a una práctica nacional que permite a 
dichas autoridades denegar las solicitudes de inscripción en 
el Registro de los Abogados establecidos cuando existan 
circunstancias objetivas que acrediten que se ha producido 
un supuesto de abuso del Derecho de la Unión, sin perjui­
cio, por un lado, del respeto de los principios de propor­
cionalidad y de no discriminación y, por otro, del derecho 
del interesado a interponer un recurso judicial para denun­
ciar eventuales vulneraciones de su derecho de estableci­
miento, y, por consiguiente, del control jurisdiccional de 
la actividad de la Administración? 

2) En caso de respuesta negativa a la pregunta 1, ¿debe consi­
derarse que el artículo 3 de la Directiva 98/5/CE, interpre­
tado de este modo, es nulo a la luz del artículo 4 TUE, 
apartado 2, en la medida en que permite eludir la normativa 
de un Estado miembro que condiciona el acceso a la pro­
fesión de abogado al hecho de aprobar un examen estatal, 
cuando dicho examen está previsto en la Constitución de 
dicho Estado y forma parte de los principios fundamentales 
para proteger a los usuarios de las actividades profesionales 
y de la correcta administración de justicia? 

( 1 ) DO L 77, p. 36. 
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Partes en el procedimiento principal 

Demandante: Pierfrancesco Torresi 

Demandada: Consiglio dell’Ordine degli Avvocati di Macerata 

Cuestiones prejudiciales 

1) ¿Debe interpretarse el artículo 3 de la Directiva 98/5/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 
1998, destinada a facilitar el ejercicio permanente de la 
profesión de abogado en un Estado miembro distinto de 
aquel en el que se haya obtenido el título ( 1 ) a la luz del 
principio general de prohibición de abuso de Derecho y del 
artículo 4 TUE, apartado 2, relativo al respeto de las iden­
tidades nacionales, en el sentido de que obliga a las autori­
dades administrativas nacionales a inscribir en el Registro de 
los Abogados establecidos [abogados de uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea que hayan obtenido su 
título en otro Estado miembro y ejerzan su profesión en 
Italia con carácter permanente] a nacionales italianos que 
hayan cometido actos en abuso del Derecho de la Unión, 
y de que se opone a una práctica nacional que permite a 
dichas autoridades denegar las solicitudes de inscripción en 
el Registro de los Abogados establecidos cuando existan 
circunstancias objetivas que acrediten que se ha producido 
un supuesto de abuso del Derecho de la Unión, sin perjui­
cio, por un lado, del respeto de los principios de propor­
cionalidad y de no discriminación y, por otro, del derecho 
del interesado a interponer un recurso judicial para denun­
ciar eventuales vulneraciones de su derecho de estableci­
miento, y, por consiguiente, del control jurisdiccional de 
la actividad de la Administración? 

2) En caso de respuesta negativa a la pregunta 1, ¿debe consi­
derarse que el artículo 3 de la Directiva 98/5/CE, interpre­
tado de este modo, es nulo a la luz del artículo 4 TUE, 
apartado 2, en la medida en que permite eludir la normativa 
de un Estado miembro que condiciona el acceso a la pro­
fesión de abogado al hecho de aprobar un examen estatal, 
cuando dicho examen está previsto en la Constitución de 
dicho Estado y forma parte de los principios fundamentales 
para proteger a los usuarios de las actividades profesionales 
y de la correcta administración de justicia? 

( 1 ) DO L 77, p. 36. 

Petición de decisión prejudicial planteada por el Consiglio 
di Stato (Italia) el 8 de febrero de 2013 — Green Network 

SpA/Autorità per l’enegia elettrica e il gas 

(Asunto C-66/13) 

(2013/C 147/10) 

Lengua de procedimiento: italiano 

Órgano jurisdiccional remitente 

Consiglio di Stato 

Partes en el procedimiento principal 

Recurrente: Green Network SpA 

Recurrida: Autorità per l’enegia elettrica e il gas 

Cuestiones prejudiciales 

1) ¿Es contraria a la correcta aplicación de los artículos 3 
TFUE, apartado 2, y 216 TFUE –según los cuales la Unión 
dispone de competencia exclusiva para la celebración de 
acuerdos internacionales cuando dicha celebración esté pre­
vista en un acto legislativo de la Unión, cuando sea necesa­
ria para permitirle ejercer su competencia interna o en la 
medida en que pueda afectar a normas comunes o alterar el 
alcance de las mismas, con la doble consecuencia de que la 
facultad de celebrar acuerdos con terceros Estados que afec­
ten a las normas comunes, alteren su alcance, o incidan en 
un sector debidamente regulado por la normativa comuni­
taria y de competencia exclusiva de la Unión, corresponde 
precisamente a la propia Unión y deja de pertenecer de 
forma individual y colectiva a los Estados miembros– y 
del artículo 5 de la Directiva 2001/77/CE, antes citado, 
una normativa nacional ([artículo] 20, apartado 3, del De­
creto Legislativo n o 387 de 2003) que supedita el recono­
cimiento de las garantías de origen expedidas por terceros 
Estados a la celebración de un acuerdo internacional entre el 
Estado italiano y dicho tercer Estado? 

2) En particular, ¿es contraria la mencionada normativa nacio­
nal a la correcta aplicación de las normas comunitarias antes 
citadas, cuando el tercer Estado es la Confederación Helvé­
tica, vinculada con la Unión Europea por un acuerdo de 
libre cambio celebrado el 22 de junio de 1972 que entró 
en vigor el 1 de enero de 1973? 

3) ¿Es contraria a la correcta aplicación de las normas comu­
nitarias, citadas en el inciso (i), la disposición nacional, con­
tenida en el artículo 4, apartado 6, del Decreto Ministerial 
de 11 de noviembre de 1999, según la cual, cuando se 
importe energía eléctrica de países que no pertenecen a la 
Unión Europea, la aceptación de la solicitud está supeditada 
a que el gestor de la red de transmisión nacional celebre un 
acuerdo con la autoridad local homóloga competente en el 
que se establezcan las modalidades para llevar a cabo las 
comprobaciones necesarias? 

4) En particular, ¿es contraria la mencionada normativa nacio­
nal a la correcta aplicación de las normas comunitarias antes 
citadas, cuando el acuerdo previsto en el artículo 4, apartado 
6, del Decreto Ministerial de 11 de noviembre de 1999 es 
un acuerdo puramente tácito, que nunca se ha hecho ma­
nifiesto en actuaciones oficiales y que la recurrente invoca 
sin más, sin haber especificado cuál es su contenido?
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